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Bogotá, D.C., 23 de septiembre de 2013
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D. 


Ref.:
Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 1º, literal d) de la Ley 1654 de 2013, “Por la cual se otorgan facultades extraordinarias pro tempore al Presidente de la República para modificar la estructura y la planta de personal de la Fiscalía General de la Nación y expedir su Régimen de Carrera y situaciones administrativas”.
Demandante: Andrés de Zubiría Samper
Magistrado Ponente: JORGE IVÁN PALACIO PALACIO
Expediente D-9791
Concepto 5642
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 242.2 y 278.5 de la Constitución Política, procedo a rendir concepto en relación con la demanda que, en ejercicio de su ciudadanía, presentó Andrés de Zubiría Samper cuyo texto, con lo demandado en negrillas, es el siguiente:

LEY 1654 DE 2013
(julio 15)

Diario Oficial No. 48.852 de 15 de julio de 2013

CONGRESO DE LA REPÚBLICA

Por la cual se otorgan facultades extraordinarias pro tempore al Presidente de la República para modificar la estructura y la planta de personal de la Fiscalía General de la Nación y expedir su Régimen de Carrera y situaciones administrativas.

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:

ARTÍCULO 1o. FACULTADES EXTRAORDINARIAS. De conformidad con lo establecido en el artículo 150 numeral 10 de la Constitución Política, revístese al Presidente de la República de precisas facultades extraordinarias, por el término de seis (6) meses, contados a partir de la fecha de publicación de la presente ley para expedir normas con fuerza material de ley, dirigidas a:
(…)

d) Crear una institución universitaria como establecimiento público de orden nacional, cuyo objeto consistirá en prestar el servicio público de educación superior para la formación y el conocimiento científico de la investigación penal y criminalística y de las distintas áreas del saber que requiere la Fiscalía General de la Nación y sus entidades adscritas para cumplir con sus fines constitucionales, así como su modernización y la capacitación continua de sus agentes que ejercen dichas profesiones, mediante el ejercicio de las funciones de docencia, investigación y extensión universitaria.

Dicha institución universitaria estará adscrita a la Fiscalía General de la Nación, por lo que sus recursos de funcionamiento ordinario e inversión ordinaria, deberán ser incorporados al presupuesto de la Fiscalía.

El acto de creación determinará la denominación del establecimiento público, su estructura orgánica y funcionamiento. Su régimen académico será el previsto en las leyes que regulan la educación superior.

La Institución Universitaria podrá contar con otras sedes en ciudades capitales distintas a Bogotá, D. C.

La creación de la Institución Universitaria será conforme a las señaladas en los artículos 16 literal b) y 18 de la Ley 30 de 1992.
1. Planteamientos de la demanda

Considera el demandante, como punto central, que conceder facultades extraordinarias al Presidente de la República con el objeto de crear una institución de educación superior para la formación y el conocimiento científico de la investigación penal y criminalística, vulnera el artículo 69 de la Constitución Política, que establece el principio de autonomía universitaria. 

Como fundamento de su argumentación indica que el concepto constitucional de autonomía supone los derechos a “(…) darse y modificar sus estatutos, designar sus autoridades académicas y administrativas, otorgar los títulos correspondientes, seleccionar sus profesores…”, entre otros, de conformidad con la jurisprudencia de la Corte Constitucional y la Ley 30 de 1992.
Aduce que si bien el Congreso de la República tiene la función de establecer las condiciones necesarias para la creación y la gestión de las universidades de conformidad con el artículo 69 Superior, ello no faculta al Presidente de la República –investido de facultades extraordinarias- para desconocer el principio de autonomía universitaria, creando una institución como establecimiento público adscrita a la Fiscalía General de la Nación.
A su juicio, la adscripción de dicha institución a la Fiscalía General de la Nación genera una serie de interrogantes en torno al organismo encargado de ejercer las competencias propias derivadas del reconocimiento constitucional de la autonomía universitaria. En este sentido, afirma que no hay certeza sobre la competencia para expedir, por ejemplo, los estatutos o para darse sus propias directivas, pues no se sabe si es la propia Fiscalía General la llamada a ejercer dichas competencias o si es la propia institución universitaria.
De otra parte, considera que el desconocimiento del artículo 69 de la Carta por parte de la norma acusada, no solo se predica de la autonomía universitaria allí consagrada, sino que también se predica de la consagración de un régimen especial para las universidades del Estado. Para el accionante, el régimen especial previsto constitucionalmente fue desarrollado tanto por la Ley 30 de 1992, como por la jurisprudencia de la Corte Constitucional, cuyas líneas generales se refieren a que las universidades estales u oficiales deben organizarse como entes universitarios autónomos, con régimen especial y vinculados, en ciertos aspectos precisos, al Ministerio de Educación Nacional.
Concluye afirmando que “(…) dicha institución universitaria sería una simple dependencia de la Fiscalía General de la Nación, al tener un régimen de establecimiento público nacional y no, como debería ser, como ente universitario autónomo (Ley 30 de 1992)”, lo que trae como consecuencia que “la citada institución carecería plenamente de Autonomía, y de un régimen especial, ya que no tendrá la capacidad para expedir sus Estatutos, seleccionar sus autoridades académicas y docentes, sus estudiantes, administrar su presupuesto, entre otros”.
2. Problema jurídico
Aunque el demandante indica en el texto de la demanda que los cargos de inconstitucionalidad se dirigen contra la Ley 1654 de 2013, en general, del texto de la misma se deduce que el reproche se dirige en forma exclusiva contra el literal d) del artículo 1º de ésta, pues no hay cargos específicos contra los demás literales de la norma acusada. De otra parte, es necesario advertir que para la fecha de presentación de este concepto el Presidente de la República no ha expedido el decreto-ley correspondiente en ejercicio de las facultades extraordinarias otorgadas, razón por la cual el examen de constitucionalidad se centra, como se dijo, en el literal d) del artículo 1º de la ley habilitante.
En este contexto, corresponde a la Corte Constitucional determinar si vulnera el núcleo de la autonomía universitaria establecida en el artículo 69 de la Constitución Política, la aplicación, para efectos de su funcionamiento, del régimen jurídico diseñado para los establecimientos públicos del orden nacional a la institución universitaria que habrá de crear el Presidente de la República en ejercicio de las facultades concedidas por la ley habilitante, la cual deberá estar adscrita a la Fiscalía General de la Nación.
3. Análisis jurídico-constitucional
Para el Ministerio Público el parámetro para resolver el problema jurídico planteado supone el análisis de tres cuestiones: (i) el núcleo constitucionalmente protegido de la autonomía universitaria; (ii) el rol del legislador frente a la garantía de la autonomía universitaria, y (iii) si dicha garantía constitucional se predica indistintamente de cualquier institución que preste el servicio de educación superior.
En términos generales, el artículo 69 de la Constitución Política reconoce el contenido mínimo de la garantía institucional de la autonomía universitaria cuando prevé que “[l]as universidades podrán darse sus directivas y regirse por sus propios estatutos, de acuerdo con la Ley”.
En virtud de dicha cláusula, la Corte Constitucional
 ha entendido la autonomía universitaria como aquella garantía en virtud de la cual “(…) las universidades pueden cumplir la misión y objetivos que le son propios y contribuir al avance y apropiación del conocimiento, el cual dejando de lado su condición de privilegio, se consolida como un bien esencial para el desarrollo de los individuos y de la sociedad; dicho principio se traduce en el reconocimiento que el Constituyente hizo de la libertad jurídica que tienen las instituciones de educación superior reconocidas como universidades, para autogobernarse y autodeterminarse, en el marco de las limitaciones que el mismo ordenamiento superior y la ley les señalen”
.
Con fundamento en lo expuesto, advierte esta Vista Fiscal que el reconocimiento constitucional de la autonomía universitaria no supone la supresión absoluta de competencias legislativas en la materia, aun cuando éstas se encuentren limitadas. En efecto, y como ya se anotó, la Carta reconoce expresamente, de una parte, la facultad del legislador, dentro del marco reconocido constitucionalmente de configurar aspectos concretos, tales como los límites de la autonomía universitaria (art 69 CP) y, de otra, reconoce competencias específicas tanto para establecer las condiciones para la creación de universidades, financiación y administración de servicios educativos (art. 67 CP) en caso de que éstas sean fundadas por particulares, como la facultad de expedir regulaciones para la profesionalización de la educación (art 68 CP). Por último, las competencias legislativas se extienden, adicionalmente, a la expedición de un régimen especial para las Universidades del Estado (art. 69 CP) y la fijación de parámetros para el ejercicio de la inspección, vigilancia y control de la educación superior como servicio público (art. 67).
Sobre la facultad legislativa en estas materias ha expresado la Corte Constitucional:

La autonomía universitaria se concreta entonces en la libertad académica, administrativa y económica de las instituciones de educación superior. ... Haciendo un análisis sistemático de las normas constitucionales que regulan este asunto, se concluye que la autonomía universitaria no es absoluta, puesto que corresponde al Estado regular y ejercer la suprema inspección y vigilancia de la educación con el fin de velar por su calidad, por el cumplimiento de sus fines y por la mejor formación moral, intelectual y física de los educandos; y a la ley establecer las condiciones requeridas para la creación y gestión de los centros educativos, y dictar las disposiciones generales con arreglo a las cuales las universidades pueden darse sus directivas y regirse por sus estatutos
.
Sobre el rol de la ley en materia de restricciones al principio de autonomía universitaria, dentro del marco constitucionalmente reconocido, dijo la Corte:

El papel del legislador en la materia es bien importante, ya que es en las normas legales en donde se encuentran los límites de la señalada autonomía, a efecto de que las universidades no se constituyan en islas dentro del sistema jurídico y, por el contrario, cumplan la función social que corresponde a la educación (artículo 67 C.N.) y a la tarea común de promover el desarrollo armónico de la persona
.
Dentro de esas competencias legislativas, el Congreso de la República otorgó facultades extraordinarias al Presidente de la República en el numeral demandado para: (i) crear una institución universitaria; (ii) dicha institución tendrá el carácter de establecimiento público del orden nacional; (iii) se determina su adscripción a la Fiscalía General de la Nación, lo que implica que sus recursos se deberán incorporar al presupuesto de la Fiscalía General de la Nación y; (iv) la creación de la institución debe hacerse de conformidad con los parámetros que sobre el particular establece la Ley 30 de 1992, norma expedida por el legislador en ejercicio de sus competencias constitucionales en la materia.

Ahora bien, y con relación al problema jurídico planteado, esta Vista Fiscal considera que la facultad –transferida al Presidente de la República- para crear una institución universitaria con el propósito de capacitar a los agentes de la Fiscalía General de la Nación, como establecimiento público, no vulnera el núcleo de la autonomía universitaria, como consecuencia de que dicha garantía se encuentra prevista en forma diferenciada dependiendo del objeto y los fines del organismo que preste el servicio de educación.
La primera razón que sustenta la conclusión anterior parte del contenido del artículo 16 de la Ley 30 de 1992, que distingue, entre otras, entre: (i) Instituciones Universitarias o Escuelas Tecnológicas y, (ii) universidades propiamente dichas. 

Esta categorización tiene efectos en el grado de autonomía reconocida por el legislador. En efecto, tanto el artículo 69 de la Constitución Política, como el artículo 28 de la Ley 30 de 1992, se refieren a las universidades propiamente dichas. El primero, como ya se anotó, prevé que se garantiza la autonomía universitaria, por lo cual las universidades podrán ejercer las competencias allí establecidas. Lo propio ocurre con el segundo, pues la garantía de autonomía está prevista para las universidades en forma expresa. Dice el artículo en mención: “La autonomía universitaria consagrada en la Constitución Política de Colombia y de conformidad con la presente Ley, reconoce a las universidades el derecho a darse y modificar sus estatutos, designar sus autoridades académicas y administrativas, crear, organizar y desarrollar sus programas académicos, definir y organizar sus labores formativas, académicas, docentes, científicas y culturales, otorgar los títulos correspondientes, seleccionar a sus profesores, admitir a sus alumnos y adoptar sus correspondientes regímenes y establecer, arbitrar y aplicar sus recursos para el cumplimiento de su misión social y de su función institucional”.
En este orden de ideas, y reforzando la anterior conclusión, la ley en estudio diferencia la autonomía de las instituciones universitarias en el artículo 29 de la Ley 30 de 1992, de la autonomía de las universidades propiamente dichas. Dicha autonomía para efectos de las instituciones universitarias se circunscribe a: (i) darse y modificar sus estatutos; (ii) designar sus autoridades académicas y administrativas; (iii) crear, desarrollar sus programas académicos, lo mismo que expedir los correspondientes títulos; (iv) definir y organizar sus labores formativas, académicas, docentes, científicas, culturales y de extensión; (v) seleccionar y vincular a sus docentes, lo mismo que a sus alumnos; (vi) adoptar el régimen de alumnos y docentes; (vii) arbitrar y aplicar sus recursos para el cumplimiento de su misión social y de su función institucional. 

Podría argumentarse que la descripción de las funciones es muy similar y, en consecuencia, la garantía institucional de autonomía reconocida por el artículo 69 de la Carta es aplicable a las dos categorías bajo examen, como quiera que la expresión “universidades” comprende diferentes instituciones a las cuales se les debe aplicar dicho principio. 

No obstante, la Corte ha identificado algunas restricciones derivadas de los objetivos y finalidades que persigan las diferentes instituciones, bajo las siguientes premisas:

Otro tipo de instituciones de educación superior, que fundamentan su quehacer en objetivos distintos, como por ejemplo la mera profesionalización, si bien son necesarias en el mundo moderno, no pueden proclamarse como universidades. Tal distinción subyace en la legislación de nuestro país, que distingue entre universidades y otras instituciones de educación superior, reconociéndoles autonomía plena, no absoluta, únicamente a las primeras (artículos 16 y 20 ley 30 de 1992)
.

La segunda razón para fundamentar la conclusión expuesta previamente es que existe una relación de conexidad entre los fines de cada institución y su tipología, que para el caso de las universidades estatales se encuentra en la propia Constitución, la cual previó un régimen especial en atención no solo a los fines asignados a la Universidades, sino a su naturaleza pública; mientras que para las tipologías restantes se dispuso un régimen general sin carácter especial atendiendo a sus fines diferenciados.
En este sentido, el artículo 57 de la Ley 30 de 1992 regula el régimen especial ordenado por la Constitución Política, el cual define a las universidades estatales u oficiales como entes autónomos, con régimen especial y vinculados al Ministerio de Educación Nacional en lo que se refiere a las políticas y la planeación del sector educativo. Estos entes son autónomos en tanto “(…) órganos del Estado, libres e independientes, que por razón de su naturaleza jurídica y de las funciones que le han sido encomendadas, no pueden integrarse o agregarse a ninguna de las ramas del poder público”
. De otra parte, el parágrafo del artículo 57 de la norma comentada establece que “[l]as instituciones estatales u oficiales de Educación Superior que no tengan el carácter de universidad según lo previsto en la presente Ley, deberán organizarse como Establecimientos Públicos del orden Nacional, Departamental, Distrital o Municipal”.
Esta distinción ha sido reconocida por la jurisprudencia en los siguientes términos:

Esta clasificación es de importancia, pues las dos primeras están sometidas a un régimen jurídico distinto al de las instituciones del tercer grupo. Así, por ejemplo, mientras las universidades estatales tienen una naturaleza jurídica particular como "entes universitarios autónomos", las instituciones técnicas y tecnológicas deben adoptar la forma de establecimientos públicos del orden nacional, departamental o municipal, según sea el caso…”
.
Esta misma distinción ha sido reconocida en casos similares, por ejemplo, respecto de entidades que tienen la calidad de establecimientos públicos como la Escuela Superior de Administración Pública –ESAP-, en cuanto se deben analizar los fines y objetivos del organismo que presta el servicio público de educación, para determinar el alcance de su autonomía. Sobre el particular, la Sentencia C-482 de 1995, providencia en la que la Sala precisó:
Como puede observarse, el objetivo y funciones que, de manera especial, le han sido encomendados a la ESAP, si bien en esencia son de naturaleza académica, no se enmarcan propiamente dentro de los parámetros específicos de una universidad en el exacto sentido del término. No debe olvidarse que a esa entidad se le encarga también, con igual énfasis, una labor de adiestramiento permanente de los funcionarios estatales, con el fin de procurar que la Administración pública alcance los niveles de eficiencia, imparcialidad, seriedad y celeridad que el Constituyente le ha encomendado (Art. 209 C.P.). Se trata, para la Corte, de una labor que se encuentra ligada al desarrollo mismo de la carrera administrativa y al propósito que ella cumple dentro del funcionamiento del Estado. 

(…)

Esta Corporación debe apartarse de los mencionados argumentos, toda vez que, de conformidad con las consideraciones expuestas en esta providencia, no es jurídicamente posible asimilar el régimen legal del establecimiento público denominado “Escuela Superior de Administración Pública -ESAP-” al de una universidad del Estado, en los términos contemplados en la Ley 30 de 1992. Habiéndose demostrado lo anterior, entonces carece de fundamento pretender que las disposiciones tachadas de inconstitucionalidad hubiesen vulnerado ya sea los límites propios de la ley de facultades o la autonomía universitaria prevista en el artículo 69 de la Carta Política
Para el presente caso es plausible concluir, con fundamento en las razones expuestas, que la norma demanda es constitucional en el marco general planteado, pues la concesión de facultades extraordinarias para crear la citada institución universitaria es razonable y proporcionada. Y, lo es, por cuanto el fin buscado no está constitucionalmente prohibido, pues el legislador tiene la facultad de limitar el principio de autonomía dentro del marco de la Constitución (art. 69 CP).

Por el contrario, el propósito de crear una institución universitaria para la capacitación de ciertos funcionarios en materias relacionadas con la investigación penal coincide con propósitos valorados por la Constitución, en cuanto busca perfeccionar la profesionalización de los funcionarios de la Fiscalía General de la Nación en materias afines a la investigación criminal, todo lo cual redunda en una mejor ejecución de las labores asignadas a dicho ente por la propia Carta, en especial las relacionadas con las investigación de hechos que revistan las características de un delito (art. 250 CP), la cual se ejerce por conducto de los agentes que serán objeto de formación por parte de la institución universitaria. La importancia de capacitar a quienes realizan funciones de investigación, como una de las tareas centrales en la Fiscalía General de la Nación, se justifica en que dicha capacitación puede redundar en cumplir a cabalidad con los fines de la administración de justicia (art. 228 CP), al establecimiento de condiciones materiales favorables para acceder a ésta (art. 229 CP), y a mejorar las condiciones de aplicabilidad del debido proceso (art. 29 CP).
Así las cosas, la creación de un establecimiento público con el fin de capacitar a los funcionarios en materias relacionadas con la investigación penal y criminalística requiere, sin duda, de un grado de autonomía relativo con el fin llevar a cabo sus objetivos. No obstante, la necesidad de autonomía no conduce a justificar la existencia de ente autónomo sin conexidad con la Fiscalía, entre otras razones, porque su objeto no es la investigación científica en general, la cual debe estar fuera de injerencias indebidas de los poderes públicos, sino que su existencia se explica en la necesidad de formar y capacitar a los funcionarios de la Fiscalía General de la Nación. 

Además de lo anterior, esta conclusión encuentra sustento en el propio artículo 69 de la Constitución Política, ya que la garantía allí consagrada otorga un margen de configuración legislativa justificada, entre otros elementos, por las necesidades concretas del organismo encargado de prestar el servicio público de educación.
En este contexto, no comparte el Ministerio Público los argumentos del accionante, dado que la creación de una institución universitaria para capacitar en las labores propias de la Fiscalía, sin vínculo alguno con las políticas de ésta, resultaría francamente inconveniente, razón por la cual la categoría de establecimiento público junto con algunas notas de autonomía reguladas por la Ley 30 de 1992, resultan proporcionadas y razonables. 
En suma, el legislador transfirió al Presidente de la República competencias específicas con fundamento en los mandatos constitucionales, sin desconocer el núcleo protegido de la autonomía universitaria.
3. Conclusión

El Ministerio Público solicita a la Corte que declare EXEQUIBLE el artículo 1º, literal d) de la Ley 1654 de 2013, por los cargos analizados en la presente demanda.
Señores Magistrados,
ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO
Procurador General de la Nación

GMR/DFYM
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